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Sumilla: “(…) De lo expuesto, de acuerdo a lo previsto 
en el numeral [III] del literal h) concordado 
con el literal e), los parientes de los sujetos 
impedidos [servidor público] se encuentran 
impedidos de contratar con el Estado, 
respecto de la entidad en la que labora el 
servidor público.” 

 
 

Lima, 11 de enero de 2023 
 

VISTO en sesión del 11 de enero de 2023 de la Cuarta Sala del Tribunal de 
Contrataciones del Estado el Expediente N° 1565/2020.TCE, sobre procedimiento 
administrativo sancionador generado contra la empresa SOLUCIONES ESTRUCTURALES 
SOCIEDAD ANONIMA CERRADA por su supuesta responsabilidad al haber contratado 
con el Estado estando impedida para ello, y por haber presentado información inexacta 
ante el SEGURO SOCIAL DE SALUD - ESSALUD, en el marco de la Contratación Directa  
Nº 07-2020-ESSALUD/GCL-1, para la “Contratación del servicio de alquiler de estructura 
metálica para la infraestructura hospitalaria temporal para los pacientes afectados con 
el COVD - 19”; y, atendiendo a lo siguiente: 
 
I. ANTECEDENTES: 

 
1. Según la información registrada en el Sistema Electrónico de Contrataciones del 

Estado (SEACE), el 13 de mayo de 2020, el Seguro Social de Salud - ESSALUD, en 
adelante la Entidad, realizó la invitación a la Contratación Directa Nº 07-2020-
ESSALUD/GCL-1, para la “Contratación del servicio de alquiler de estructura 
metálica para la infraestructura hospitalaria temporal para los pacientes 
afectados con el COVD - 19”, con un valor estimado ascendente a S/ 1,004,036.04 
(un millón cuatro mil treinta y seis con 04/100 soles), en adelante el 
procedimiento de selección. 
 
Dicho procedimiento fue convocado bajo la vigencia del Texto Único Ordenado de 
la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 082-2019-EF, en adelante el TUO de la Ley N° 30225, y su Reglamento, 
aprobado por el Decreto Supremo N° 344-2018-EF y su modificatorias, en adelante 
el Reglamento. 
 
De acuerdo al Cronograma, el 13 de mayo de 2020, se llevó a cabo el acto de 
presentación de ofertas, y, en la misma fecha se otorgó la buena pro a la empresa 
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SOLUCIONES ESTRUCTURALES SOCIEDAD ANONIMA CERRADA, en adelante el 
Contratista, por el monto de su oferta ascendente a S/ 1,004,036.04 (un millón 
cuatro mil treinta y seis con 04/100 soles). 
 
El 18 de mayo de 2020, la Entidad y el Contratista, perfeccionaron la relación 
contractual con la suscripción del Contrato N° 46000537861, en adelante el 
Contrato, por el monto adjudicado. 
 

2. Mediante Nota Periodística del 7 de agosto de 20202, del Diario Expreso, 
presentada en la misma fecha en la Mesa de Partes Digital del Tribunal de 
Contrataciones del Estado, en adelante el Tribunal, se puso en conocimiento que 
el Contratista habría incurrido en infracción administrativa al contratar con el 
Estado estando impedido para ello, en dicha nota se señaló principalmente lo 
siguiente: 

 

 El Contratista es una de las empresas que más ha contratado con EsSalud y 
el Ministerio de Salud para instalar hospitales temporales durante la 
pandemia por Covid-19. 
 

 El señor Daniel Byrne Labarthe, gerente general del Contratista, es primo 
hermano del señor Salvador del Solar [ex Presidente del Consejo de 
Ministros]; ello en razón de que sus madres son hermanas; además, se indicó 
que el señor Roberto Ángeles López Aliga, uno de los socios del Contratista, 
es esposo de Cecilia Carretero Tarazona, actual Jefa de Asesoría Jurídica del 
Ministerio de Cultura. 

 
3. Con Decreto del 7 de agosto de 20203, previo al inicio del procedimiento 

administrativo sancionador, se requirió a la Entidad la siguiente información: 
 

En el supuesto de contratar con el Estado estando en cualquiera de los supuestos 
de impedimentos:  

 
a) Un Informe Técnico Legal de su asesoría debiendo señalar de forma clara y 

precisa en cuál(es) de la(s) infracciones tipificada(s) en el numeral 50.1 del 
artículo 50 del TUO de la Ley N° 30225, habría incurrido el Contratista. 
 

                                                 
1 Obrante a folio 43 a 49 del expediente administrativo. 
2 Obrante a folio 1 a 2 del expediente administrativo. 
3 Obrante a folio 6 a 10 del expediente administrativo. 
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b) Identificar la(s) causal(es) de impedimento en la(s) que habría incurrido el 
Contratista, así como el procedimiento de selección y/o contratación directa 
bajo el cual se efectuó la contratación con la empresa antes mencionada. 
 

c) Copia legible del contrato y/u orden de compra o servicio emitida(s) por la 
Entidad a favor del Contratista. 
 

d) Copia de la documentación que acredite que el Contratista, incurrió en 
alguna de las causales de impedimento tipificadas en el TUO de la Ley  
N° 30225. 

 
En el supuesto de haber presentado presunta información inexacta:  

 
e) Señalar y enumerar de forma clara y precisa los documentos que 

supuestamente contendrían información inexacta, debiendo señalar si con la 
presentación de dichos documentos generó un perjuicio y/o daño a la 
Entidad. 
En atención a ello, la Entidad debía señalar si el supuesto infractor presentó 
para efectos de su contratación algún anexo o declaración jurada mediante 
el cual haya manifestado que no tenía impedimento para contratar con el 
Estado, de ser así, debía adjuntar copia de dicha documentación. 
 

f) Copia legible de la cotización y/u oferta presentada por el Contratista para la 
contratación efectuada con la Entidad, debidamente ordenada y foliada, así 
como, el documento mediante el cual presentó la referida cotización y/u 
oferta, en el cual se pueda advertir el sello de recepción de la Entidad. 
 
Por otro lado, si la cotización y/u oferta fue recibida de manera electrónica 
deberá remitir copia del correo electrónico donde se pueda advertir la fecha 
de remisión de la misma. 

 
En ese sentido, se otorgó a la Entidad el plazo de diez (10) días hábiles para que 
cumpla con remitir la información solicitada, bajo responsabilidad y 
apercibimiento de resolver con la documentación obrante en autos, en caso de 
incumplimiento; asimismo, se comunicó a su Órgano de Control Institucional, para 
que, en el marco de sus atribuciones, coadyuve en la remisión de la 
documentación solicitada. 
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4. A través del Oficio N° 23-GCL-ESSADLU-20204 del 19 de agosto de 2020, 
presentado en la misma fecha en el Tribunal, la Entidad remitió la información 
solicitada con Decreto del 7 de agosto de 2020, para tal efecto adjuntó el Informe 
N° 169-SGA-GA-GCL-ESSALUD-2020 del 14 de agosto de 20205, a través del cual 
señaló principalmente lo siguiente: 
 

 Como consecuencia del impacto ocasionado por el Covid-19, y del resultado 
de la indagación de mercado, mediante resoluciones de Presidencia 
Ejecutiva, se resolvió aprobar contrataciones directas con el Contratista bajo 
la causal de situación de emergencia, por el supuesto de emergencia 
sanitaria, para la “Contratación del servicio de alquiler de estructura metálica 
para la infraestructura hospitalaria temporal para los pacientes afectados 
con el Covid-19”, entre otros, el siguiente: 
 

N° Acto 
Resolutivo 

N° de 
contratación 
Directa 

Monto S/ N° Orden de 
Compra 

Contrato Plazo de 
ejecución 

Lugar de 
ejecución 
del 
servicios 

PRE N° 
327—PE-
ESSALUD-
2020 

007-2020-
ESSALUD/GCL-
1 

1,004,036.04 4503546908 4800052786 - Instalación 
y/o puesta 
en 
operatividad: 
7 d/c 

- Alquiler de 
estructura 
metálica: 90 
d/c. 

Av. 
Nicolás 
Ayllón N° 
3900 Ate 

 

 Refiere que, previo a la contratación del Contratista verificó que el 
Contratista se encuentre inscrito en el RNP y no registre sanciones 
administrativas impuestas por el Tribunal de Contrataciones. Así también, 
añadió que, como parte de su oferta adjuntó el Anexo N° 2, mediante el cual 
entre otros aspectos declaró no tener impedimento para contratar con el 
Estado. 
 

 Indica que, de acuerdo a la denuncia periodística se está cuestionado las 
contrataciones realizadas por Essalud con el Contratista, ello debido a que el 
señor Daniel Byrne Labarthe, gerente general del Contratista, sería primo del 
señor Salvador Alejandro Jorge del Solar Labarthe, ex Presidente del Consejo 
de Ministros durante el periodo del Presidente Vizcarra, ya que las madres 
de ambos vienen a ser hermanas. Además, se indica que el señor Roberto 

                                                 
4 Obrante a folio 13 a 14 del expediente administrativo. 
5 Obrante a folio 19 a 26 del expediente administrativo. 
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Ángeles López Aliaga, uno de los socios del Contratista, es esposo de Cecilia 
Carretero Tarazona, actual Jefa de Asesoría Jurídica del Ministerio de Cultura. 
 

 En ese contexto refiere que, el cuestionamiento estaría relacionado al vínculo 
familiar que uniría al gerente general del Contratista con el ex Premier del 
Gobierno, así como el vínculo de afinidad que tendría uno de los accionistas 
del Contratista por ser esposo de una funcionaria pública, motivo por el cual 
aquel se encontraría impedido de contratar con el Estado de conformidad 
con el literal c) del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley, lo cual, de 
configurarse tal impedimento también habría presentado información 
inexacta al haber declarado que no encontraba impedido para contratar con 
el Estado. 
 

 Añade que, los artículo 236 y 237 del Código Civil, que regulan el parentesco 
consanguíneo y el parentesco por afinidad, se desprende que los grados de 
consanguinidad y afinidad se determinan utilizando la línea directa, que 
puede ser ascendente o descendente, en la que se hace referencia a grado 
de relación que hay entre padres, hijos y de nietos – abuelos; y la línea 
colateral, la cual hace referencia al parentesco con personas que no 
descienden directamente, sino que dependen de algún descendiente directo, 
como es el caso de los tíos, sobrinos, primo. De esta forma, siguiendo las 
pautas para determinar el grado de parentesco por consanguinidad, se 
desprende que los impedimentos previstos en el literal 11 de la Ley, se 
extienden por consanguinidad en línea ascendente a los padres y abuelos; 
descendiente a los hijos y nietos; y en línea colateral a los hermanos, si los 
tuviera; ubicando al primo en el cuarto grado de parentesco por 
consanguinidad. 
 

 En ese sentido, el grado de parentesco por consanguinidad que uniría al 
gerente general del Contratista, Daniel Byrme Labarthe con el señor Salvador 
Alejandro Jorge del Solar Labarthe, ex Presidente del Consejo de Ministros, 
no se encuentra inmerso en el literal h), por lo cual, solo respecto de este 
literal (h) no se configuraría las infracciones previstas en los literales c) e i) 
del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley. 
 

 Por otro lado, respecto a la relación de grado de afinidad respecto de uno de 
los accionistas del Contratista que tendría con una funcionaria pública, 
mediante Oficio N° 22-GCL.ESSALUD-2020 del 6 de agosto de 2020, solicitó al 
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Contratista realice sus descargos, quien con carta s/n comunicó que no se 
encontraría impedida para contratar con el Estado. 
 

 Sin perjuicio de lo expuesto viene realizando fiscalización posterior a la 
documentación presentada por el Contratista, en las contrataciones directas 
realizadas con la Entidad, cuyo resultado será comunicado al Tribunal en su 
oportunidad. 

 
5. Con Decreto del 17 de mayo de 20216, se inició procedimiento administrativo 

sancionador contra el Contratista, por su presunta responsabilidad al haber 
contratado con el Estado estando impedido conforme a ley, de acuerdo con lo 
previsto en el literal h) en concordancia con el literal b) del artículo 11 del TUO de 
la Ley N° 30225, y por haber presentado información inexacta, en el marco del 
procedimiento de selección; infracciones tipificadas en los literales c) e i) del 
numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley N° 30225, consistente en: 

 
Supuesto Documento con información inexacta: 
 

 “ANEXO Nº 2 DECLARACIÓN JURADA (Art. 52 del Reglamento de la Ley de 
Contrataciones del Estado)” de fecha 13 de mayo de 2019, suscrita por el 
Represente Legal de la empresa SOLUCIONES ESTRUCTURALES SOCIEDAD 
ANONIMA CERRADA (con R.U.C. N° 20506963754), declarando entre otros: 
 
“(…) 
ii. No tener impedimento para postular en el procedimiento de selección ni 
para contratar con el Estado, conforme al artículo 11 de la Ley de 
Contrataciones del Estado. 
(…)”. 

 
En ese sentido, se otorgó al Contratista el plazo de diez (10) días hábiles para que 
formule sus descargos, bajo apercibimiento de resolver el procedimiento 
administrativo con la documentación obrante en autos, en caso de incumplir el 
requerimiento. 

 
6. Por Decreto del 25 de mayo de 20217, vista la razón expuesta por la Secretaría del 

Tribunal, se dio cuenta que el Decreto del 17 del mismo mes y año, que dispuso 
iniciar procedimiento sancionador contra el Contratista, fue notificado a aquel el 

                                                 
6 Obrante a folio 271 a 278 del expediente administrativo. El Contratista fue notificado por Casilla Electrónica el 25 de mayo de 
2021. La Entidad fue notificada con Cédula de Notificación N° 37539-2021.TCE el 15 de junio de 2021. 
7 Obrante a folio 279 a 281 del expediente administrativo. 
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17 de mayo de 2022, a través de la “Casilla Electrónica del OSCE”, de conformidad 
con el numeral 267.3 del artículo 267 del Reglamento y el numeral 7.1.2 del punto 
7.1 de la Directiva N° 008-2020-OSCE/CD, aprobada con Resolución N° 086-2020-
OSCE/CD. 
 

7. Por escrito s/n del 7 de junio de 20218, presentado el 8 del mismo mes y año en el 
Tribunal, el Contratista se apersonó al procedimiento administrativo sancionador 
y remitió sus descargos, en los siguientes términos: 
 
Respecto a la relación de un accionista del Contratista con una funcionaria pública 

 

 Su representada se constituyó por escritura pública de fecha 9 de junio de 
2003, siendo los socios fundadores de acuerdo al Asiento A0001 de la 
Partida Electrónica N° 11572453, del Registro de Personas Jurídicas de 
Lima, los siguientes: 
 

- Carmen Ángeles López Aliaga 
- Fortunato Small Handabaka 
- Roberto Ángeles López Aliaga 
- Carlos Enrique Ángeles López Aliaga 
- José Luis Ángeles López Aliaga 
 
En dicho acto se estableció como gerente general al señor Fortunato 
Small Handabaka. 
 
Como Directores a los señores: 
- Máximo Enrique Ángeles Mendez 
- Roberto Ángeles López Aliaga 
- José Luis Ángeles López Aliaga 
- Fortunato Small Handabaka 

 
Posteriormente, a través del contrato de transferencia del 18 de abril de 
2018, el señor Roberto Ángeles López Aliaga, transfirió sus acciones al 
señor Carlos Enrique Ángeles López Aliaga, el cual se sustenta en el 
cuaderno de matrícula del Contratista. 

 
Posteriormente el 28 de octubre de 2019 la composición societaria pasó a 
ser la siguiente: 

                                                 
8 Obrante a folio 283 a 288 del expediente administrativo. 
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- Carlos Enrique Ángeles Lopez Aliaga, 60.25% del capital social. 
- Renzo Ángeles Small, 20% del capital social. 
- Richard Ángeles Small, 19.75% del capital social. 

 

 Refiere que, la señora Cecilia Carretero Tarazona, quien supuestamente 
ocupa (según nota periodística) el cargo de Jefe de la Oficina de Asesoría 
Jurídica del Ministerio de Cultura, en efecto, es esposa del señor Roberto 
Ángeles López-Aliaga [accionista del Contratista]; sin embargo, añade que 
al momento del perfeccionamiento del Contrato (18 de mayo de 2020), el 
señor Roberto Ángeles López – Aliaga, no era accionista de su representada 
pues había dejado de serlo dos (2) años atrás, al haber transferido la 
totalidad de sus acciones mediante contrato de transferencial el 18 de abril 
de 2018, al accionista Carlos Enrique Ángeles López-Aliaga, lo cual, acredita 
con el contrato de transferencia de acciones y el asiento de matrícula de 
acciones de la compañía. 
 

 Agrega que, el señor Carlos Enrique Ángeles López-Aliaga, accionista del 
Contratista, es cuñado de la señora Cecilia Carretero Tarazona, siendo la 
relación de ambos de segundo grado de afinidad.  

 
Al respecto, refiere que, si bien la señora Cecilia Carretero Tarazona, 
mantiene una relación de segundo grado de afinidad con el accionista 
Carlos Enrique Ángeles López-Aliaga, aquella ocupa el cargo de Jefe de la 
Oficina de Asesoría Jurídica del Ministerio de Cultura, es decir, un sector 
distinto al Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, al que está 
adscrito la Entidad [EsSalud], y en un puesto que no es de dirección, y 
menos aún maneja información privilegiada de la contratación derivada 
del procedimiento de selección. 

 
Respecto a la relación del Contratista con el ex Presidente del Consejo de Ministros 

 

 Sobre el particular, señala que, al momento de la celebración del Contrato, 
el señor Daniel Byrne Labarthe, fue el gerente general, nunca fue accionista 
de su empresa sino fue su empleado. 
 

 Añade que, el señor Daniel Byrne Labarthe, es primo hermano del señor 
Salvador del Solar Labarthe quien fue Presidente del Consejo de Ministros 
del 13 de marzo de 2019 al 30 de setiembre de 2019. 

 



           Z 
 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 0097-2023-TCE-S4 

Página 9 de 45 

 Sin embargo, de acuerdo a lo dispuesto en el literal b) en concordancia con 
el literal h) del artículo 11 de la Ley de Contrataciones del Estado, se 
encuentran impedidos de contratar los ministros en todo proceso de 
contratación y luego de dejar el cargo hasta los doce (12) meses 
posteriores, solo en el ámbito de su sector, así como también el cónyuge, 
conviviente o los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o 
afinidad, respecto al mismo ámbito y por igual tiempo. 

 

 En esa línea, refiere que el señor Daniel Byrne Labarthe, y el señor Salvador 
del Solar Labarthe, son primos hermanos, es decir, son parientes en el 
cuarto grado de consanguinidad, en razón de ello, su representada no se 
encontraría impedida para contratar con el Estado, información que 
también ha sido corroborada por la Entidad. 

 

 Solicita el uso de la palabra. 
 

8. Con Decreto del 14 de junio de 20219, se tuvo por apersonado al Contratista al 
procedimiento administrativo sancionador y por presentados sus descargos, 
remitiéndose el expediente a la Cuarta Sala del Tribunal, para que emita su 
pronunciamiento. 
 

9. Mediante escrito s/n del 17 de agosto de 202110, presentado el 18 del mismo mes 
y año en el Tribunal, el Contratista remitió mayores alegados para mejor resolver, 
en los cuales señala principalmente lo siguiente: 
 

 Señala que, al momento de celebración del Contrato [18 de mayo de 2020] 
el gerente general de la Contratista era el señor Daniel Byrne Labarthe, 
quien es primo hermano del señor Salvador del Solar Labarthe [Presidente 
del Consejo de Ministros hasta el 30 de setiembre de 2019], en razón de 
que sus madres son hermanas, por ende, existen un nexo del cuarto grado 
de consanguinidad. Lo que conlleva a que su representada no tenga ningún 
impedimento para contratar con el Estado. Hecho que ha sido confirmado 
por la Entidad en ese extremo. 
 

 Añade que, el señor Roberto Ángeles López Aliaga [esposo de la señora 
Cecilia Carretero Tarazona], a través del Contrato de Transferencia de 
acciones del 18 de abril de 2018 – según el asiento de matrícula de acciones 

                                                 
9 Obrante a folio 336 a 337 del expedienta administrativo. 
10 Obrante a folio 340 a 345 del expediente administrativo. 
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– transfirió la totalidad de sus acciones a favor el señor Carlos Enrique 
Ángeles López Aliaga [hermano de aquel], quedando la composición 
societaria de la siguiente manera: 

 
- Carlos Enrique Ángeles López – Aliaga, 60.25% del capital social; 
- Renzo Ángeles Small, 20% del capital social, y  
- Richard Ángeles Small, 19.75% del capital social. 
 
En razón de ello, indica que dos años antes de la contratación con la 
Entidad, el señor Roberto Ángeles López Aliaga [esposo de la señora Cecilia 
Carretero Tarazona], no era accionista de su representada ni ostentaba 
ningún otro cargo. 
 

 Añade que, desde febrero de 2020, la sociedad ya no cuenta con 
Directorio. 

 

 Respecto a la señora Cecilia Carretero Tarazona, refiere que aquella ocupa 
el cargo de Jefa de la Oficina de Asesoría Jurídica del Ministerio de Cultura, 
también indica que, tiene afinidad de segundo grado con el accionista 
mayoritario [Carlos Enrique Ángeles López – Aliaga] del Contratista. 

 
Al respecto, señala que el cargo de Jefa de la Oficina de Asesoría Jurídica 
del Ministerio de Cultura no es un puesto con poder de dirección o 
decisión, ni titular de una entidad pública, puesto que, de acuerdo al 
artículo 5 del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de 
Cultura, la Oficina General de Asesoría Jurídica constituye un órgano de 
asesoramiento. Por tanto, el puesto y posición de aquella persona en el 
Ministerio de Cultura no puede configurarse como un funcionario con 
poder de decisión influencia ni manejo de información privilegiada de un 
organismo adscrito a otro ministerio. En el caso particular la Entidad 
contratante es Essalud adscrito al Ministerio de Trabajo Promoción del 
Empleo, sin tener ninguna relación con el Ministerio de Cultura. 
 

 Por todo lo expuesto concluye que su representada no he incurrido en las 
infracciones que le imputa. 
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10. Con Decreto del 20 de agosto de 202111, se dejó a consideración de la Sala los 
argumentos adicionales remitidos por el Contratista con escrito s/n del 17 de 
agosto de 2021. 
 

11. Mediante Decreto del 13 de setiembre de 202112, se programó audiencia pública 
para el 20 del mismo mes y año, precisándose que la misma se realizaría de 
manera virtual a través de la plataforma Google Meet. 
 

12. Con escrito s/n del 15 de setiembre de 2021, presentado el 16 del mismo mes y 
año en el Tribunal, el Contratista acredita a sus representantes para efectuar el 
uso de la palabra. 
 

13. Con Decreto del 20 de setiembre de 202113, se dispuso dejar sin efecto el Decreto 
de remisión a Sala del 9 de julio de 2021, en virtud del Memorando N° D00047-
2021-OSCE-TCE del 17 de setiembre de 2021, a fin de ampliar cargos. 
 

14. Con Decreto del 27 de abril de 202214, se dispuso i) rectificar el Decreto del 17 de 
mayo de 2021, que dispuso el inicio del procedimiento administrativo sancionador 
contra el Contratista en el extremo donde dice: Contrato Nº 4600053789 del 18 
de mayo de 2020; debe decir Contrato Nº 4600053786 del 18 de mayo de 2020, y 
ii) ampliar cargos contra el Contratista, por su presunta responsabilidad al haber 
contratado con el Estado estando impedido conforme a ley, de acuerdo con lo 
previsto en el literal h) en concordancia con el literal e) del numeral 11.1 del 
artículo 11 del TUO de la Ley N° 30225, adicional a lo imputado en el Decreto del 
17 de mayo de 2021; infracción tipificada en el literal c) del numeral 50.1 del 
artículo 50 del TUO de la Ley N° 30225. 
 
En ese sentido, se otorgó al Contratista el plazo de diez (10) días hábiles para que 
formule sus descargos, bajo apercibimiento de resolver el procedimiento 
administrativo con la documentación obrante en autos, en caso de incumplir el 
requerimiento. 
 

15. Por Decreto del 10 de mayo de 202215, vista la razón expuesta por la Secretaría del 
Tribunal, se dio cuenta que el Decreto del 27 de abril del mismo año, que dispuso 
iniciar procedimiento sancionador contra el Contratista, fue notificado a aquel el 

                                                 
11 Obrante a folio 346 del expediente administrativo. 
12 Obrante a folio 347 del expediente administrativo. 
13 Obrante a folio 351 del expediente administrativo. 
14 Obrante a folio 352 a 357 del expedienta administrativo. El Contratista fue notificado por Casilla Electrónica el 4 de mayo de 
2022. La Entidad fue notificada con Cédula de Notificación N° 37539-2021.TCE el 15 de junio de 2021. 
15 Obrante a folio 364 a 366 del expediente administrativo. 
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4 de mayo de 2022, a través de la “Casilla Electrónica del OSCE”, de conformidad 
con el numeral 267.3 del artículo 267 del Reglamento y el numeral 7.1.2 del punto 
7.1 de la Directiva N° 008-2020-OSCE/CD, aprobada con Resolución N° 086-2020-
OSCE/CD. 
 

16. Con escrito s/n del 9 de mayo de 2022, presentado el 13 del mismo mes y año en 
el Tribunal, el Contratista remitió sus descargos a la ampliación de cargos, en los 
mismos términos que sus descargos, y de sus alegatos adicionales, presentados 
con escritos s/n del 7 de junio de 2021, y escrito s/n del 17 de agosto de 2021, 
respectivamente. 
 

17. Con Decreto del 30 de mayo de 202216, se tuvo por apersonado al Contratista al 
procedimiento administrativo sancionador y por presentados sus descargos, 
remitiéndose el expediente a la Cuarta Sala del Tribunal, para que emita su 
pronunciamiento. 
 

18. Mediante Decreto del 16 de agosto de 202217, se programó audiencia pública para 
el 22 del mismo mes y año, precisándose que la misma se realizaría de manera 
virtual a través de la plataforma Google Meet. 
 

19. Con Escrito N° 2 del 17 de agosto de 2021 (sic), presentado el 19 del mismo mes 
del año 2022 en el Tribunal, el Contratista acredita a sus representantes para 
efectuar el uso de la palabra en audiencia pública. 
 

20. Con Decreto del 22 de agosto de 202218, se dejó sin efecto el Decreto del 16 de 
agosto de 2022, mediante el cual se programó audiencia pública para el 22 del 
mismo mes y año. 
 

21. Por Decreto del 22 de agosto de 202219, se dispuso dejar sin efecto el Decreto de 
remisión a Sala del 30 de mayo de 2022, en virtud del Memorando N° D00077-
2022-OSCE-TCE del 22 de agosto de 2022, a fin de ampliar cargos. 
 

22. Con Decreto del 25 de agosto de 202220, se dispuso ampliar cargos contra el 
Contratista, por su presunta responsabilidad al haber contratado con el Estado 
estando impedido conforme a ley, de acuerdo con lo previsto en el literal k) del 

                                                 
16 Obrante a folio 436 del expediente administrativo. 
17 Obrante a folio 440ª 441 del expedienta administrativo. 
18 Obrante a folio 442 del expediente administrativo. 
19 Obrante a folio 443 del expedienta administrativo. 
20 Obrante a folio 448 a 454 del expediente administrativo. El Contratista fue notificado por Casilla Electrónica el 31 de agosto de 
2022. La Entidad fue notificada con Cédula de Notificación N° 53146-2022.TCE el 2 se setiembre de 2022. 
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numeral 11.1 del artículo 11 del TUO de la Ley N° 30225, adicional a lo imputado 
en el Decreto del 17 de mayo de 2021 y 27 de abril de 2022; infracción tipificada 
en el literal c) del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley N° 30225. 
 
En ese sentido, se otorgó al Contratista el plazo de diez (10) días hábiles para que 
formule sus descargos, bajo apercibimiento de resolver el procedimiento 
administrativo con la documentación obrante en autos, en caso de incumplir el 
requerimiento. 
 

23. Mediante escrito s/n del 13 de setiembre de 202221, presentado el 14 del mismo 
mes y año en el Tribunal, el Contratista se apersonó al procedimiento 
administrativo sancionador y remitió sus descargos a la ampliación de cargos, 
señalando principalmente lo siguiente: 
 

 En esta última ampliación de cargos el Tribunal ha señalado que su 
representada se encontraba impedida para contratar con el Estado en 
virtud del literal k) del numeral 11.1 del artículo 11 de la Ley de 
Contrataciones, el cual señala, “k) En el ámbito y tiempo establecidos para 
las personas señaladas en los literales precedentes, las personas jurídicas 
cuyos integrantes de los órganos de administración, apoderados o 
representantes legales sean las referidas personas. Idéntica prohibición se 
extiende a las personas naturales que tengan como apoderados a 
representantes a las citadas personas”. 
 

 De acuerdo lo expuesto en la ampliación de cargos, el Tribunal considera 
que el señor Salvador del Solar, ocupó en algún momento, un puesto en el 
órgano de administración del Contratista, o fue apoderado o 
representante de la misma, y que por ello, su representada se encontraría 
impedida de contratar con el Estado. 

 

 Respecto a ello, señala que el señor Salvador del Solar, no ha ocupado en 
toda la existencia de su empresa ningún puesto de dirección, cargo, 
representación, apoderado, socio o gerente general, lo cual se puede 
verificar de la partida registral del Contratista; razón por la cual no 
entiende porqué el Tribunal ha considerado que existen indicios que ha 
vulnerado el literal k) del artículo 11 de la Ley de Contrataciones. 

 

 Considera que esta última ampliación de cargos es ilegal en todos sus 

                                                 
21 Obrante a folio 462 a 472 del expediente administrativo. 
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extremos, al no haberse pronunciado sobre sus descargos debidamente 
fundamentados y con pruebas presentados oportunamente, el Tribunal no 
indica de qué manera y bajo qué premisa, prueba o documento se sustenta 
su indicio para señalar que su representada se encuentra incursa en la 
causal de impedimento prevista en el literal k) del artículo 11 de la Ley de 
Contrataciones. 

 
Añade que, la actitud del Tribunal resulta lesiva a sus derechos 
fundamentales, ya que se le viene imputando distintos hechos sin ningún 
tipo de sustento fáctico y jurídico, hecho del cual deja constancia en el 
presente escrito, dejando a salvo su derecho de interponer denuncia penal 
contra las personas que resulten responsables por la comisión del delito 
de abuso de autoridad. 

 

 Solicita el uso de la palabra. 
 

24. Por escrito s/n del 19 de setiembre de 2022 [registro 19522], presentado en la 
misma fecha en el Tribunal, el Contratista se apersonó al procedimiento 
administrativo sancionador y remitió mayores alegatos para mejor resolver, 
señalando principalmente lo siguiente: 
 

 El Tribunal ha vulnerado clara y objetivamente el debido procedo, que es 
un derecho constitucional, al haber ampliado los cargos por tercera vez, en 
base a un supuesto indicio, sin señalar ni motivar la evidencia objetiva por 
la cual se base y sustenta su decisión. 
 

 Refiere que al desconocer los fundamentos objetivos y pruebas mediante 
los cuales el Tribunal se ha basado para considerar que existen “indicios 
suficientes”, el recurrente no puede llevar no puede llevar a cabo sus 
descargos y ejercer su derecho de defensa de manera idónea. 
 

 Añade que la ampliación de cargos carece de uno de los componentes más 
importantes de los requisitos de validez del acto administrativo, la 
motivación del mismo, por lo que, contienen causales clara y 
manifestación de nulidad, sin perjuicio de las ilegalidades plasmadas a lo 
largo de todo el procedimiento sancionador. 
 

 Muestra su absoluto rechazo en todos sus extremos a lo señalado por el 
Tribunal, puesto que el señor Salvador del Solar, no ha ocupado en toda la 
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existencia de la compañía, ningún puesto de dirección, cargo, 
representación, ni ha sido apoderado y/o accionista de su empresa. 

 

 También, señala que más allá que el literal e) del artículo 11 de la Ley de 
Contrataciones, recalca que el impedimento se materializa respecto a los 
funcionarios con poder de dirección o decisión, y solo en la entidad a la que 
pertenecieron, el considerando 16) de la Resolución N° 0125-2021-TCE-SE, 
precisó, (…) siempre que, entre las excepciones, el contrato no sea con la 
misma entidad en la que labore el funcionario que genere el impedimento 
(…). 

 
Aquella resolución, está basada en el Pleno Sentencia 1087/2020, 
emanada del Expediente N° 03150-2017.PA/TC, del Tribunal 
Constitucional, el cual señala en su considerando 22) lo siguiente: “(…). Sin 
embargo, lo mismo no puede predicarse respecto a extender el 
impedimento a las contrataciones que el cónyuge, conviviente o parientes 
hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas 
naturales señaladas en dicho artículo realicen con cualquier otra entidad 
estatal, supuesto respecto al cual se centrará el análisis contenido en los 
fundamentos 23 a 27”.  
 

 Finalmente, sostiene que al no encontrarse en ninguno de los supuestos 
de impedimentos desarrollados en el artículo 11 de la Ley de 
Contrataciones; tampoco habría presentado información inexacta a la 
Entidad; consecuentemente, no habría incurrido en las infracciones que se 
le imputa previstas en los literales c) e i) del TUO de la Ley N° 30225. 

 
25. Con Decreto del 19 de setiembre de 2022, se tuvo por apersonado al Contratista 

al procedimiento administrativo sancionador y por presentados sus descargos, 
remitiéndose el expediente a la Cuarta Sala del Tribunal, para que emita su 
pronunciamiento. 
 

26. Con Decreto del 20 de setiembre de 2022, se dejó a consideración de la Sala lo 
señalado por el Contratista en su escrito s/n del 19 de setiembre de 2022. 
 

27. Por Decreto del 8 de noviembre de 2022, se programó audiencia pública para el 
22 del mismo mes y año, precisándose que la misma se realizaría de manera virtual 
a través de la plataforma Google Meet. 
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28. Con Decreto del 11 de noviembre de 2022, se programó audiencia pública para el 
6 de diciembre del mismo año, precisándose que la misma se realizaría de manera 
virtual a través de la plataforma Google Meet. 
 

29. Con Escrito N° 3 del 30 de noviembre de 2022, presentado el 2 de diciembre del 
mismo año en el Tribunal, el Contratista acreditó a sus representantes para 
efectuar el uso de la palabra en audiencia pública. 
 

30. Mediante Acta de audiencia pública del 6 de diciembre de 2022, se dejó constancia 
la participación de los representantes del Contratista. 
 

31. Con Decreto del 27 de diciembre de 2022, la Sala requirió la siguiente información: 
 

AL MINISTERIO DE CULTURA 
 
Cumpla con informar de manera clara y precisa, respecto de la señora Raquel 
Cecilia Carretero Tarazona, la siguiente información: 

 

 Desde qué fecha trabaja o trabajó en el Ministerio de Cultura, debiendo 
indicar las áreas que ocupó desde su ingreso a dicho ministerio, y si 
desde el cargo que ocupa u ocupó contaba con poder de dirección o 
decisión. 

 Remita los documentos (resolución o similar) que acrediten su 
nombramiento y/o cese en el Ministerio de Cultura. 

 
A LA EMPRESA SOLUCIONES ESTRUCTURALES SOCIEDAD ANONIMA 
CERRADA 

 

 Sírvase remitir en calidad de préstamo el original del Libro de Matrícula 
de Acciones de su representada, con las formalidades que exige la norma 
especial, debiendo encontrarse debidamente legalizado ante notario 
público; o en el mejor de los casos una copia legalizada del mismo, 
guardando las formalidades descritas. 

 
32. Con Oficio N° 000001-2023-J-UE008/MC del 3 de enero de 2023 [registro 166], 

presentado en la misma fecha, el Ministerio de Cultura remitió la información 
solicitada con Decreto del 27 de diciembre de 2022. 
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33. Con escrito s/n del 3 de enero de 2023, presentado el 4 del mismo mes y año en 
el Tribunal, el Contratista remitió la información solicitada Decreto del 27 de 
diciembre de 2022. 
 

II. FUNDAMENTACIÓN 
 
1. Es materia del presente procedimiento administrativo sancionador, determinar la 

presunta responsabilidad del Contratista, por haber contratado con el Estado 
estando inmerso en el impedimento establecido en el literal k) en concordancia 
con los literales b), e) y h) del artículo 11 del TUO de la Ley N° 30225; y por haber 
presentado como parte de su oferta supuesta información inexacta, en el marco 
del procedimiento de selección; infracciones tipificadas en los literales c) e i) del 
numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley N° 30225, norma vigente al 
momento de la ocurrencia de los hechos. 
 
RESPECTO A LA INFRACCIÓN CONSISTENTE EN CONTRATAR CON EL ESTADO 
ESTANDO EN EL SUPUESTO DE IMPEDIMENTO 
 
Naturaleza de la infracción 

 
2. Sobre el particular, el literal c) del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley 

N° 30225, establece que serán pasibles de sanción quienes contraten con el Estado 
estando impedidos para ello, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11 del 
mencionado cuerpo normativo.  
 
A partir de lo anterior, se tiene que el TUO de la Ley N° 30225 contempla como 
supuesto de hecho necesario e indispensable para la configuración de la 
infracción: i) el perfeccionamiento del contrato o de la orden de compra o de 
servicio, es decir, que el proveedor haya suscrito un documento contractual con la 
Entidad o que haya recibido la orden de compra o de servicio, según sea el caso; 
y, ii) que al momento del perfeccionamiento de la relación contractual, se 
encuentre incurso en alguno de los impedimentos establecidos en el artículo 11. 

 
3. En relación con ello, es pertinente mencionar que el ordenamiento jurídico en 

materia de contrataciones del Estado ha consagrado, como regla general, la 
posibilidad de que toda persona natural o jurídica pueda participar en los 
procedimientos de contratación en el marco de los principios de libre concurrencia 
y de competencia previstos en los literales a) y e) del artículo 2 del TUO de la Ley 
N° 30225.  
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Sin embargo, precisamente a efectos de garantizar la libre concurrencia y 
competencia en los procesos de contratación que desarrollan las Entidades, la 
normativa establece ciertos supuestos que limitan a una persona natural o 
jurídica, disponiendo una serie de impedimentos para participar en un 
procedimiento de selección, procedimientos para implementar o extender la 
vigencia de los Catálogos Electrónicos de Acuerdo Marco y de contratar con el 
Estado, a efectos de salvaguardar el cumplimiento de los principios mencionados, 
los cuales deben prevalecer dentro de los procesos que llevan a cabo las Entidades 
y que pueden generar situaciones de injerencia, ventajas, privilegios o conflictos 
de interés de ciertas personas que, por las funciones o labores que cumplen o 
cumplieron, o por los vínculos particulares que mantienen, pudieran generar 
serios cuestionamientos sobre la objetividad e imparcialidad con que puedan 
llevarse a cabo los procesos de contratación, bajo su esfera de dominio o 
influencia.  
 
Es así como, el artículo 11 del TUO de la Ley N° 30225 ha establecido distintos 
alcances de los impedimentos para contratar con el Estado; existiendo 
impedimentos de carácter absoluto, los cuales no permiten participar en ningún 
proceso de contratación pública, mientras que otros son de naturaleza relativa, 
vinculada ya sea al ámbito regional, de una jurisdicción, de una entidad o de un 
proceso de contratación determinado. 

 
4. Por la restricción de derechos que su aplicación a las personas determina, los 

impedimentos deben ser interpretados en forma estricta, no pudiendo ser 
aplicados por analogía a supuestos que no están expresamente contemplados en 
la Ley de Contrataciones del Estado o norma con rango de ley.  
 
En este contexto, en el presente caso, corresponde verificar si a la fecha en que se 
perfeccionó la relación contractual, el Contratista estaba inmerso en algún 
impedimento para contratar con el Estado. 

 
Configuración de la infracción 
 

5. Conforme se indicó anteriormente, para que se configure la comisión de la 
infracción imputada al Contratista, es necesario que se verifiquen dos requisitos:  
 

i) Que se haya perfeccionado un contrato con una Entidad del Estado; y, 
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ii) Que, al momento del perfeccionamiento de la relación contractual, el 
contratista esté incurso en alguno de los impedimentos establecidos en el 
artículo 11 del TUO de la Ley N° 30225. 

 
6. Teniendo en consideración lo anterior, en el presente caso, respecto del primer 

requisito, obra en el expediente administrativo el Contrato N° 4600053786 del 18 
de mayo de 202022, suscrito entre la Entidad y el Contratista para la “Contratación 
del servicio de alquiler de estructura metálica para la infraestructura hospitalaria 
temporal para los pacientes afectados con el COVD - 19”, con un valor estimado 
ascendente a S/ 1,004,036.04 (un millón cuatro mil treinta y seis con 04/100 soles). 

 
Para mejor ilustración, se reproducen la primera y última imagen del citado 
contrato: 

 
En tal sentido, se verifica el cumplimiento del primer requisito, esto es, que se 
haya perfeccionado un contrato con una entidad del Estado, lo cual efectivamente 
ocurrió. 
 

7. En cuanto al segundo requisito del tipo infractor, debe tenerse presente que la 
imputación efectuada contra el Contratista, en el caso concreto, radica en haber 

                                                 
22 Obrante a folio 43 a 49 del expediente administrativo. 



           Z 
 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 0097-2023-TCE-S4 

Página 20 de 45 

perfeccionado el contrato pese a encontrarse inmerso en el supuesto de 
impedimento establecido en el literal k), en concordancia con los literales b), e) y 
h) del numeral 11.1 del artículo 11 del TUO de la Ley N° 30225, según el cual: 
 

“(…) 
Artículo 11.- Impedimento 
11.1 Cualquiera sea el régimen legal de contratación aplicable, están 
impedidos de ser participantes, postores, contratistas y/o 
subcontratistas, incluso en las contrataciones a que se refiere el literal 
a) del artículo 5, las siguientes personas: 
 
(…)  
 
b) Los Ministros y Viceministros de Estado en todo proceso de 

contratación mientras ejerzan el cargo; luego de dejar el cargo, el 
impedimento establecido para estos subsiste hasta (12) meses 
después y solo en el ámbito de su sector. 

(…) 
e) Los titulares de instituciones o de organismos públicos del Poder 

Ejecutivo, los funcionarios públicos, empleado de confianza, 
servidores públicos con poder de dirección o decisión, según la ley 
especial de la materia, y los gerentes de las empresas del Estado. El 
impedimento se aplica para todo proceso de contratación durante 
el ejercicio del cargo; luego de culminado el mismo hasta doce (12) 
meses después sólo en la Entidad a la que pertenecieron. Los 
directores de las empresas del Estado y los miembros de los Consejos 
Directivos de los organismos públicos del Poder Ejecutivo se 
encuentran impedidos en el ámbito de la Entidad a la que 
pertenecen, mientras ejercen el cargo y hasta doce (12) meses 
después de haber culminado el mismo. 

(…) 
h) El cónyuge, conviviente o los parientes hasta el segundo grado de 

consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en los literales 
precedentes, de acuerdo a los siguientes criterios: 
 
(ii) Cuando la relación existe con las personas comprendidas en los 

literales a) y b), el impedimento se configura respecto del mismo 
ámbito y por igual tiempo que los establecidos para cada una de 
estas; 

(…) 



           Z 
 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 0097-2023-TCE-S4 

Página 21 de 45 

k) En el ámbito y tiempo establecidos para las personas señaladas en los 
literales precedentes, las personas jurídicas cuyos integrantes de los 
órganos de administración, apoderados o representantes legales 
sean las referidas personas. Idéntica prohibición se extiende a las 
personas naturales que tengan como apoderados o representantes a 
las citadas personas.” 

(…)” 
 
[El énfasis es agregado] 

 
8. De acuerdo con las disposiciones citadas, los ministros de Estado, están impedidos 

de ser participantes, postores, contratistas y/o subcontratistas en todo proceso 
de contratación pública, esto es, a nivel nacional, mientras ejerzan el cargo; y, 
luego de dejar el cargo, el impedimento subsiste hasta doce (12) meses después 
y solo en el ámbito de su sector. 
 
También, se aprecia que se encuentran impedidos los funcionarios públicos y 
servidores públicos con poder de dirección o decisión (según su definición en la 
normativa de la materia), en todo proceso de contratación durante el ejercicio del 
cargo; y luego de culminado el ismo hasta doce (12) meses solo en la Entidad en 
la que pertenecieron. 
 
Finalmente, en el mismo ámbito y tiempo establecidos para los Ministros, 
cónyuge, conviviente o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o 
afinidad, tienen impedimento las personas jurídicas en las que dicho Ministro o 
parientes sean integrantes de los órganos de administración, apoderados o 
representantes legales. 
 

 Sobre el impedimento establecido en el literal k) en concordancia con los 
literales b) y h) del numeral 11.1 del artículo 11 del TUO de la Ley N° 30225 
 

9. De acuerdo a la Nota Periodística del 7 de agosto de 202023, del Diario Expreso, se 
indicó que el Contratista es una de las empresas que más ha contratado con la 
Entidad para instalar hospitales temporales durante la pandemia por Covid-19. 
 
Además, se señaló que, el señor Daniel Byrne Labarthe, gerente general del 
Contratista, es primo hermano del señor Salvador del Solar, ex Presidente del 
Consejo de Ministros; ello en razón de que sus madres son hermanas. 

                                                 
23 Obrante a folio 1 a 2 del expediente administrativo. 
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10. La Entidad por su parte ha señalado que el grado de parentesco por 

consanguinidad que uniría al gerente general del Contratista, Daniel Byrme 
Labarthe, con el señor Salvador Alejandro Jorge del Solar Labarthe, ex Presidente 
del Consejo de Ministros, es de cuarto grado, por tal razón, el Contratista no se 
encontraría inmerso en el impedimento previsto en el literal h) del numeral 11.1 
del artículo 11 del TUO de la Ley N° 30225. 
 

11. Al respecto, de la organización interna del Contratista, de la revisión de la Partida 
Registral N° 1157245324 de la Oficina Registral de Lima de la Zona Registral N° IX – 
Sede Lima de la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos - SUNARP, 
Asiento B0000325 del rubro "Aumento de capital y modificación del Estatuto”, se 
aprecia que el señor Daniel Alonso Byrne Labarthe figura como gerente general 
desde el 21 de febrero de 2020 y; su renuncia como gerente general consta en el 
Asiento C0001326 de la citada partida el 19 de febrero de 2021, según detalle: 
 

 
 

                                                 
24 Obrante a folio 494 a 504 del expediente administrativo. 
25 Obrante a folio 322 del expediente administrativo. 
26 Obrante a folio 324 del expediente administrativo. 
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Entonces, queda acreditado que al momento de contratar (18 de mayo de 2020) 
entre la Entidad y el Contratista, el señor Daniel Alonso Byrne Labarthe, era 
gerente general del Contratista. Ahora resta verificar si el señor Byrne Labarthe, 
es pariente del señor Salvador del Solar, ex Presidente del Consejo de Ministros 
del Estado, y si, en razón ello el Contratista se encontraría inmerso en los 
impedimentos b) y h) del artículo 11 del TUO de la Ley N° 30225. 
 

12. Al respecto, se advierte que, a través de la Resolución Suprema N° 041-2019-
PCM27, publicada el 12 de marzo de 2019 en el diario oficial El Peruano, se nombró 
al señor Salvador Alejandro Jorge del Solar Labarthe, en el cargo de Presidente del 
Consejo de Ministros. Véase la imagen: 
 

                                                 
27 Obrante a folio 11 del expediente administrativo. 
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Asimismo, mediante Resolución Suprema N° 147-2019-PCM, publicada el 30 de 
setiembre de 2019 en el diario oficial El Peruano, se dio por aceptada la renuncia 
del señor Salvador Alejandro Jorge del Solar Labarthe, en el cargo de Presidente 
del Consejo de Ministros. Véase la imagen: 
 

 
 
De lo anterior, se tiene que el señor Salvador Alejandro Jorge del Solar Labarthe, 
ocupó el cargo de Presidente del Consejo de Ministros del Estado desde el 12 de 
marzo de 2019 hasta el 30 de setiembre de 2019. 
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13. Por otro lado, de la búsqueda de la consulta en línea del Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil - RENIEC, se advierte que las señoras Ana Labarthe 
Flores y Luz Elvira Labarthe Flores, tienen como padres al señor Jorge Labarthe y 
a la señora Elvira Flores, por tal, su condición, son de hermanas. 
Consecuentemente, los hijos de ambas vendrían a ser primos hermanos. 
 
Siendo ello así, de la búsqueda de la consulta en línea del Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil - RENIEC, se advierte que el señor Daniel Alonso Byrne 
Labarthe tiene como madre a la señora Ana Labarthe, y el señor Salvador 
Alejandro Jorge del Solar Labarthe, tienen como madre a la señora Luz Elvira 
Labarthe, por tanto, la condición aquellos, son de primos hermanos, situación que 
no ha sido cuestionada por el Contratista sino más bien éste lo ha afirmado. 
 
Para mayor alcance se muestran las imágenes de la ficha RENIEC: 
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Por tanto, queda acreditado que el señor Daniel Alonso Byrne Labarthe, quien fue 
gerente general del Contratista, es primo hermano del señor Salvador Alejandro 
Jorge del Solar Labarthe, ex Presidente del Consejo de Ministros del Estado; sin 
embargo, el grado de parentesco ante ambos es de cuarto grado de 
consanguinidad, razón por la cual no se configura el impedimento para contratar 
con el Estado previsto en el literal h) el cual regula en impedimento solo hasta el 
segundo grado de consanguinidad; por tanto, no se ha configurado el 
impedimento previsto en el literal k), concordado con los literales b) y h) del TUO 
de la Ley N° 30225. 
 

 Sobre el impedimento establecido en el literal k) en concordancia con los 
literales e) y h) del numeral 11.1 del artículo 11 del TUO de la Ley N° 30225 
 

14. En el caso particular, de acuerdo a la denuncia periodística, el Contratista es una 
de las empresas que más ha contratado con la Entidad para instalar hospitales 
temporales durante la pandemia por Covid-19. También se precisó que el señor 
Roberto Ángeles López Aliaga, uno de los socios del Contratista, es esposo de 
Cecilia Carretero Tarazona, actual Jefa de Asesoría Jurídica del Ministerio de 
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Cultura. 
 
15. Por su parte, la Entidad, mediante Informe N° 169-SGA-GA-GCL-ESSALUD-2020 del 

14 de agosto de 202028, ha señalado que “(…) en relación al grado de afinidad 
respecto de uno de los accionistas de la empresa que tendría con una funcionaria 
pública, la Gerencia Central de Logística mediante el Oficio N° 22-GCL.ESSALUD-
2020 el 06 de agosto de 2020 solicitó a la empresa se pronuncie al respecto; quien 
mediante Carta s/n efectuó sus descargos y se ratificó es que no se encontraría 
impedida para contratar con el Estado. 

 
16. El Contratista, como parte de sus descargos, ha referido que, la señora Cecilia 

Carretero Tarazona, quien supuestamente (según nota periodística) ocupa el 
cargo de Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica del Ministerio de Cultura, en efecto, 
es esposa del señor Roberto Ángeles López-Aliaga [accionista del Contratista]; sin 
embargo, añade que al momento del perfeccionamiento del Contrato (18 de mayo 
de 2020), el señor Roberto Ángeles López – Aliaga, no era accionista de su 
representada pues había dejado de serlo dos (2) años atrás, al haber transferido 
la totalidad de sus acciones mediante contrato de transferencia el 18 de abril de 
2018, al accionista Carlos Enrique Ángeles López-Aliaga, lo cual, acredita con el 
contrato de transferencia de acciones y el asiento de matrícula de acciones de la 
compañía. 
 
Agrega que, el señor Carlos Enrique Ángeles López-Aliaga, accionista del 
Contratista, es cuñado de la señora Cecilia Carretero Tarazona, siendo la relación 
de ambos de segundo grado de afinidad. 
 
Al respecto, refirió que, si bien la señora Cecilia Carretero Tarazona, mantiene una 
relación de segundo grado de afinidad con el accionista Carlos Enrique Ángeles 
López-Aliaga, aquella ocupa el cargo de Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica del 
Ministerio de Cultura, es decir, un sector distinto al Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo, al que está adscrito la Entidad, y en un puesto que no es 
de dirección, y menos aún maneja información privilegiada de la contratación 
derivada del procedimiento de selección. 
 

17. Aquí, cabe precisar que el impedimento imputado referido al literal k) de la ley, 
hace referencia respecto de aquellas personas impedidas, que formen parte del 
órgano de administración, sean apoderados o representantes legales del 
Contratista; y no hace referencia a los accionistas. 

                                                 
28 Obrante a folio 19 a 26 del expediente administrativo. 
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18. Siendo ello así, en el caso particular, de la organización interna del Contratista, de 
la revisión de la Partida Registral N° 1157245329 de la Oficina Registral de Lima de 
la Zona Registral N° IX – Sede Lima de la Superintendencia Nacional de los 
Registros Públicos - SUNARP, Asientos C0000630, C0008, y B0000331, se aprecia que 
el señor Roberto Ángeles López Aliaga figura como gerente general desde el 3 de 
enero de 2013 hasta el 23 de febrero de 2016 y; el señor Carlos Enrique Ángeles 
López Aliaga es designado gerente general desde el 23 de febrero de 2016 hasta 
el 21 de febrero de 2020, según detalle: 

 
 

                                                 
29 Obrante a folio 494 a 504 del expediente administrativo. 
30 Obrante a folio 307 del expediente administrativo. 
31 Obrante a folio 322 del expediente administrativo. 
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De acuerdo a lo desarrollado se aprecia que tanto el señor Roberto Ángeles López 
Aliaga como el señor Carlos Enrique Ángeles López Aliaga, formaron parte del 
órgano de administración (gerente general) del Contratista; sin embargo, a la 
fecha de suscripción del contrato (18 de mayo de 2020), no ostentaban dichos 
cargos en el Contratista. 
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No obstante, en el Asiento B00003, del 21 de febrero de 2020, se verifica, entre 
otros, que se nombra, al señor Carlos Enrique Ángeles López Aliaga como 
apoderado en la Clase C del Contratista, cargo que se ha mantenido al menos 
hasta la fecha de suscripción del Contrato (18 de mayo de 2020), de acuerdo a la 
información que obra en el expediente. 
 

 
 
Por tanto, de lo evaluado precedentemente se aprecia que el señor Carlos Enrique 
Ángeles López-Aliaga, fue apoderado del Contratista a la fecha del 
perfeccionamiento del Contrato (18 de mayo de 2020). Ahora corresponde 
verificar si aquel se encontraba impedido de contratar con el estado - y por ende 
el Contratista -en razón de su vínculo por afinidad con la señora Raquel Cecilia 
Carretero Tarazona, quien –supuestamente- se desempeñaba como Jefe de 
Asesoría Jurídica del Ministerio de Cultura. 
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19. Al respecto, a través del Oficio N° 000001-2023-J-UE008/MC del 3 de enero de 
2023 [registro 166], el Ministerio de Cultura remitió el Informe N° 001-2023-
URH/MC del 3 de enero de 2023, mediante el cual señaló que la señora Raquel 
Cecilia Carretero Tarazona, ostenta el cargo de “Responsable de la Oficina de 
Asesoría Legal” de la Unidad Ejecutora 008: Proyectos Especiales, ingresó a 
trabajar el 27 de diciembre de 2018 bajo la Modalidad contractual Administrativo 
de Servicios (CAS), a través del Contrato N° 010-2018-UE-PE-MC del 27/12/2018 
al 31/12/2018, y las Adendas al contrato N° 001 (01/01/2019 al 31/03/2019), N° 
002 (01/04/2019 al 30/06/2019), N° 003 (01/07/2019 al 31/07/2019) N° 004 
(01/08/2019 al 31/12/2019), N° 005 (01/01/2020 al 31/03/2020), N° 006 
(01/04/2020 al 30/06/2020), N° 007 (01/07/2020), N° 008 (01/01/2021 al 
31/03/2021) y N° 009 (01/04/2021 – Indeterminado). Precisó que, a la fecha, la 
relación contractual con la referida trabajadora está vigente (CAS bajo los 
alcances de la Ley N° 31131). 
 
Para mayor detalle se grafica la parte pertinente de dicho contrato: 
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Así también se grafica la Adenda N° 006 al Contrato: 
 

 
 

20. Ahora bien, considerando que el impedimento analizado exige que el término 
“servidor público” se ajuste a la “ley especial de la materia”, es necesario tener en 
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cuenta la definición prevista en el literal a) del numeral 3 del artículo 4 de la Ley  
N° 28175, Ley Marco del Empleo Público, que señala lo siguiente: 
 

“Artículo 4.- Clasificación 
El personal del empleo público se clasifica de la siguiente manera: 
 
1. Funcionario público.- El que desarrolla funciones de 

preeminencia política, reconocida por norma expresa, que 
representan al Estado o a un sector de la población, desarrollan 
políticas del Estado y/o dirigen organismos o entidades públicas. 
El Funcionario Público puede ser: 
a) De elección popular directa y universal o confianza política 
originaria. 
b) De nombramiento y remoción regulados. 
c) De libre nombramiento y remoción. 

 
2. Empleado de confianza.- El que desempeña cargo de confianza 

técnico o político, distinto al del funcionario público. Se 
encuentra en el entorno de quien lo designa o remueve 
libremente y en ningún caso será mayor al 5% de los servidores 
públicos existentes en cada entidad. El Consejo Superior del 
Empleo Público podrá establecer límites inferiores para cada 
entidad. En el caso del Congreso de la República esta disposición 
se aplicará de acuerdo a su Reglamento. 
 

3. Servidor público.- Se clasifica en: 
a) Directivo superior.- El que desarrolla funciones 

administrativas relativas la dirección de un órgano, programa 
o proyecto, la supervisión de empleados públicos, la 
elaboración de políticas de actuación administrativa y la 
colaboración en la formulación de políticas de gobierno. 
(…) 

b) Ejecutivo.- El que desarrolla funciones administrativas, 
entiéndese por ellas al ejercicio de autoridad, de atribuciones 
resolutivas, las de fe pública, asesoría legal preceptiva, 
supervisión, fiscalización, auditoría y, en general, aquellas que 
requieren la garantía de actuación administrativa objetiva, 
imparcial e independiente a las personas. Conforman un grupo 
ocupacional. 
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c) Especialista.- El que desempeña labores de ejecución de 
servicios públicos. No ejerce función administrativa. Conforman 
un grupo ocupacional. 

d) De apoyo.- El que desarrolla labores auxiliares de apoyo y/o 
complemento. Conforman un grupo ocupacional. 

 
(El resaltado es agregado). 

 
Según la norma citada, los servidores públicos se pueden clasificar, entre otros, en 
directivos superiores, que son aquéllos que desarrollan funciones administrativas 
relativas a la dirección de un órgano. 
 
Por ello, tomando en cuenta lo expuesto, el cargo de “Responsable de la Oficina 
de Asesoría Legal de la Unidad Ejecutora 008: Proyectos Especiales” del Ministerio 
de Cultura que desempeña la señora Raquel Cecilia Carretero Tarazona, se 
subsume en la definición “servidor público, según la ley de la materia” que, en este 
caso, viene a ser la Ley N° 28175. 
 
Ahora bien, además, el impedimento previsto en el literal e), ha previsto que el 
servidor público cuente con poder de dirección y decisión, al respecto, mediante 
el Informe N° 001-2023-URH/MC del 3 de enero de 2023, la Entidad ha 
comunicado de las funciones de la señora Raquel Cecilia Carretero Tarazona, 
Asesora, emite opinión jurídica de todas las áreas de la Unidad Ejecutora 008: 
Proyectos Especiales, dirige, coordina y supervisa y evalúa las actividades de su 
dependencia; es decir, todas las dependencias relacionas a su Unidad 
necesariamente dependen de esa oficina para las consultas y opiniones 
respectivas, por tanto, la Sala concluye que la señora Raquel Cecilia Carretero 
Tarazona, es una servidora pública con poder dirección y decisión. Véase la 
respuesta de la Entidad: 
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21. Conforme a lo expuesto, ha quedado acreditado que la señora Raquel Cecilia 
Carretero Tarazona fue servidor público con poder de dirección y decisión del 
Ministerio de Cultura en la fecha en la que se perfeccionó la relación contractual 
entre la Entidad (EsSalud) y el Contratista, esto es, el 18 de mayo de 2020.  
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22. Ahora bien, en relación al grado de parentesco entre el señor Carlos Enrique 
Ángeles López – Aliaga [apoderado del Contratista] y la señora Raquel Cecilia 
Carretero Tarazona; sobre el particular, el Contratista ha señalado que, “la señora 
Cecilia Carretero Tarazona es cuñada del señor Carlos Enrique Ángeles López – 
Aliaga, quien es accionista de SOLEST, es decir, la relación entre este último y la 
señora Cecilia Carretero Tarazona, es de segundo grado de afinidad”. 
 

23. Conforme a lo expuesto, ha quedado acreditado que el señor Carlos Enrique 
Ángeles López – Aliaga, quien es Apoderado del Contratista tiene vínculo de 
parentesco en segundo grado de afinidad con la señora Raquel Cecilia Carretero 
Tarazona, quien a la fecha de la celebración del contrato [18 de mayo de 2020], 
ejercía el cargo de “Responsable de la Oficina de Asesoría Legal de la Unidad 
Ejecutora 008: Proyectos Especiales” del Ministerio de Cultura, es decir, era 
servidor público con poder de dirección y decisión, hecho que no ha sido rebatido 
en ningún extremo del expediente administrativo, sino por el contrario fue 
confirmado. 
 

24. Ahora bien, aquí es pertinente traer a colación el Acuerdo de Sala Plena N° 003-
2022/TCE que precisa los alcances del impedimento h) del numeral 11.1 del 
artículo 11 del TUO de la Ley N° 30225, publicado en el Diario “El Peruano” el 29 
de diciembre de 2022, el cual señala lo siguiente: 
 
“(…) 

1. La interpretación del impedimento previsto en el literal h) del numeral 11.1 

del artículo 11 de la Ley, por parte del Tribunal de Contrataciones del 

Estado, se realiza en los siguientes términos: 

(…) 

 

d) Los numerales [iii] y [iv] se aplican conforme a lo señalado en los 

numerales 10 y 11, respectivamente, del análisis del presente acuerdo. 

(…)”. sic 
 

En el caso particular, graficaremos el numeral 10 por corresponder al caso que no 

acoge, el cual señala: 

 

“(…) 

10. En cuanto al numeral [iii] del literal h) del artículo 11.1 de la Ley, se 

establece lo siguiente: 
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De lo expuesto, de acuerdo a lo previsto en el numeral [III] del literal h) concordado 

con el literal e), los parientes de los sujetos impedidos [servidor público] se 

encuentran impedidos de contratar con el Estado, respecto de la entidad en la que 

labora el servidor público. 

 
En caso particular, si bien se ha acreditado que el señor Carlos Enrique Ángeles 
López – Aliaga, es Apoderado del Contratista, y tiene tiene vínculo de parentesco 
en segundo grado de afinidad con la señora Raquel Cecilia Carretero Tarazona, 
quien a la fecha de la celebración del contrato [18 de mayo de 2020], era servidor 
público con poder de dirección y decisión, ya que, ejercía el cargo de “Responsable 
de la Oficina de Asesoría Legal de la Unidad Ejecutora 008: Proyectos Especiales” 
del Ministerio de Cultura; lo cierto es que, el Contratista contrató con Essalud, 
entidad distinta al Ministerio de Cultura, donde labora la citada señora Raquel 
Cecilia Carretero Tarazona. 
 
Razón por la cual no se configura el impedimento para contratar con el Estado 
previsto en el literal e), toda vez que para que ello suceda se requiere que el 
familiar [Contratista] contrate con la entidad donde labora la servidora pública; 
por tanto, no se ha configurado el impedimento previsto en el literal k), 
concordado con los literales e) y h) del TUO de la Ley N° 30225. 

 
25. En consecuencia, al 18 de mayo de 2020, fecha en que se perfeccionó el Contrato, 

el Contratista no se encontraba impedido para contratar con el Estado. 
 

Literal Sujeto

D urante el ejercicio  

del cargo  del 

sujeto  e)

H asta 12 meses de 

dejar el cargo  del 

sujeto  e)

Titulares de instituciones o de 

organismoss públicos del Poder 

Ejecutivo.

Funcionarios públicos

Empleados de confianza

Servido res público s co n 

po der de direcció n o  

decisió n.

Gerentes de las empresas del 

Estado

Directores de las empresas del 

Estado

M iembros de los Consejos 

Directivos de los organismos 

públicos del Poder Ejecutivo.

Sujeto s impedido s (N umeral 11.1 del 

art í culo  11 de la Ley) P erso nas impedidas 

según literal h)  en 

relació n a su vinculació n 

co n lo s sujeto s 

impedido s en el literal e)

Á mbito  del impedimento  del literal h)

e)

Cónyuge, conviviente o los 

parientes hasta el segundo  

grado  de consanguinidad o 

af inidad.

P ro ceso s de co ntratació n en la Ent idad 

do nde pertenecen  o  pertenecieron los sujetos 

del literal e)
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26. Por tales consideraciones, en el presente caso no se ha configurado la infracción 
consistente en contratar con el Estado estando impedido para ello, tipificada en el 
literal c) del numeral c) del artículo 50 del TUO de la Ley N° 30225. 
 
RESPECTO A LA INFRACCIÓN REFERIDA A LA PRESENTACIÓN DE INFORMACIÓN 
INEXACTA 
 
Naturaleza de la infracción 
 

27. El literal i) del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley N° 30225, establece 
que se impondrá sanción administrativa a los proveedores, participantes, postores 
y/o contratistas que presenten información inexacta a las Entidades, al Tribunal o 
al Registro Nacional de Proveedores (RNP), y siempre que dicha inexactitud esté 
relacionada con el cumplimiento de un requerimiento o factor de evaluación que 
le represente una ventaja o beneficio en el procedimiento de selección o en la 
ejecución contractual. 
 

28. En torno al tipo infractor aludido, resulta relevante indicar que el procedimiento 
administrativo en general, y los procedimientos de selección en particular, se rigen 
por principios, los cuales constituyen elementos que el legislador ha considerado 
básicos para, entre otros aspectos, controlar la liberalidad o discrecionalidad de la 
administración en la interpretación de las normas existentes, a través de la 
utilización de la técnica de integración jurídica. 
 
Sobre el particular, es importante recordar que uno de los principios que rige la 
potestad sancionadora de este Tribunal es el de tipicidad, previsto en el numeral 
4 del artículo 248 del TUO de la LPAG, en virtud del cual solo constituyen conductas 
sancionables administrativamente las infracciones previstas expresamente en 
normas con rango de ley mediante su tipificación como tales, sin admitir 
interpretación extensiva o analogía. 
 
Por tanto, se entiende que dicho principio exige al órgano que detenta la potestad 
sancionadora, en este caso al Tribunal, que analice y verifique si, en el caso 
concreto, se ha configurado el supuesto de hecho previsto en el tipo infractor que 
se imputa a determinado administrado, es decir —para efectos de determinar 
responsabilidad administrativa— la Administración debe crearse la convicción de 
que, en el caso concreto, el administrado que es sujeto del procedimiento 
administrativo sancionador ha realizado la conducta expresamente prevista como 
infracción administrativa. 
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29. Atendiendo a ello, en el presente caso corresponde verificar —en principio— que 
los documentos cuestionados (con información inexacta) fueron efectivamente 
presentados ante una Entidad contratante (en el marco de un procedimiento de 
contratación pública), ante el RNP o ante el Tribunal.  
 

30. Adicionalmente, al amparo del principio de verdad material consagrado en el 
numeral 1.11 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la LPAG, que impone 
a la autoridad administrativa el deber de adoptar todas las medidas probatorias 
necesarias autorizadas por ley, al margen que no hayan sido propuestas por los 
administrados o estos hayan acordado eximirse de ellas, el Tribunal tiene la 
facultad de recurrir a otras fuentes de información que le permitan corroborar y 
crear certeza de la presentación del documento cuestionado. Entre estas fuentes 
está comprendida la información registrada en el SEACE, así como la información 
que pueda ser recabada de otras bases de datos y portales web que contengan 
información relevante. 

 
31. Una vez verificado dicho supuesto, y a efectos de determinar la configuración de 

la infracción, corresponde evaluar si se ha acreditado la inexactitud contenida en 
el documento presentado, en este caso, ante la Entidad, independientemente de 
quién haya sido su autor o de las circunstancias que hayan conducido a la 
inexactitud; ello en salvaguarda del principio de presunción de veracidad, que 
tutela toda actuación en el marco de las contrataciones estatales, y que, a su vez, 
integra el bien jurídico tutelado de la fe pública. 
 

32. En ese orden de ideas, cabe recordar que la información inexacta supone un 
contenido que no es concordante o congruente con la realidad, lo que constituye 
una forma de falseamiento de ésta. Además, para la configuración del tipo 
infractor, deberá acreditarse, que la inexactitud esté relacionada con el 
cumplimiento de un requerimiento o factor de evaluación que le represente una 
ventaja o beneficio en el procedimiento de selección o en la ejecución contractual. 
 

33. En cualquier caso, la presentación de información inexacta supone el 
quebrantamiento del principio de presunción de veracidad, de conformidad con 
lo establecido en el numeral 1.7 del Artículo IV del Título Preliminar, y el numeral 
51.1 del artículo 51 del TUO de la LPAG. 
 
De manera concordante con lo manifestado, el numeral 4 del artículo 67 del 
mismo cuerpo legal, además de reiterar la observancia del principio de presunción 
de veracidad, dispone que las declaraciones juradas, los documentos sucedáneos 
presentados y la información incluida en los escritos y formularios que presenten 



           Z 
 

 

Tribunal de Contrataciones del Estado 

Resolución Nº 0097-2023-TCE-S4 

Página 41 de 45 

los administrados para la realización de procedimientos administrativos, se 
presumen verificados por quien hace uso de ellos. 
 
Sin embargo, conforme al propio numeral 1.7 del artículo IV del Título Preliminar 
del TUO de la LPAG lo dispone, la presunción de veracidad admite prueba en 
contrario, en la medida que es atribución de la Administración Pública verificar la 
documentación presentada. Dicha atribución se encuentra reconocida en el 
numeral 1.16 del mismo artículo, cuando, en relación con el principio de privilegio 
de controles posteriores, dispone que la autoridad administrativa se reserve el 
derecho de comprobar la veracidad de la documentación presentada.  
 
Configuración de la infracción 

 
34. Sobre el particular, se imputa al Contratista, haber presentado presunta 

información inexacta, contenida en el siguiente documento: 
 

 “ANEXO Nº 2 DECLARACIÓN JURADA (Art. 52 del Reglamento de la Ley de 
Contrataciones del Estado)” de fecha 13 de mayo de 2019, suscrita por el 
Represente Legal de la empresa SOLUCIONES ESTRUCTURALES SOCIEDAD 
ANONIMA CERRADA (con R.U.C. N° 20506963754), declarando entre otros: 
 
“(…) 
ii. No tener impedimento para postular en el procedimiento de selección ni 
para contratar con el Estado, conforme al artículo 11 de la Ley de 
Contrataciones del Estado. 
(…)”. 
 

35. Conforme a lo señalado en los párrafos que anteceden, a efectos de determinar la 
configuración de la infracción materia de análisis, debe verificarse la concurrencia 
de dos circunstancias: i) la presentación efectiva de la información cuestionada 
ante la Entidad; ii) la inexactitud de la información presentada, en este último 
caso, siempre que esté relacionada con el cumplimiento de un requerimiento, 
factor de evaluación o requisitos que le represente una ventaja o beneficio en el 
procedimiento de selección o en la ejecución contractual. 
 

36. Sobre el particular, se aprecia que, en el expediente administrativo, la Entidad 
remitió copia de la oferta32 presentada por el Contratista, en la cual se verifica el 
documento materia de cuestionamiento en el presente procedimiento, con ello, 

                                                 
32 Obrante a folio 51 a 59 del expediente administrativo. 
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se ha acreditado el primer supuesto del tipo infractor, respecto a la presentación 
efectiva ante la Entidad de los documentos cuestionados.  
 
En ese sentido, corresponde avocarse al análisis de dicho documento para 
determinar si el mismo contiene información inexacta. 
 
Respecto a la presunta inexactitud de la información contenida en el ANEXO Nº 
2 DECLARACIÓN JURADA (Art. 52 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del 
Estado). 
 

37. En este punto, se cuestiona la exactitud de la información contenida en el 
documento que se detalla a continuación: 
 

 “ANEXO Nº 2 DECLARACIÓN JURADA (Art. 52 del Reglamento de la Ley de 
Contrataciones del Estado)” de fecha 13 de mayo de 2019, suscrita por el 
Represente Legal de la empresa SOLUCIONES ESTRUCTURALES SOCIEDAD 
ANONIMA CERRADA (con R.U.C. N° 20506963754), declarando entre otros: 
 
“(…) 
ii. No tener impedimento para postular en el procedimiento de selección ni 
para contratar con el Estado, conforme al artículo 11 de la Ley de 
Contrataciones del Estado. 
(…)”. 

 
Para mayor ilustración se muestra la imagen: 
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26. Deber recordarse que el supuesto de presentación de información inexacta 
comprende a aquellas manifestaciones o declaraciones proporcionadas por los 
administrados que contengan datos discordantes con la realidad y que, por ende, 
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no se ajustan a la verdad. 
 

27. Ahora bien, conforme al análisis antes desarrollado, no se ha podido acreditar que 

el Contratista, al momento de la contratación, haya estado inmerso en los 

impedimentos imputados. En ese sentido, no se aprecia que el ANEXO Nº 2 

DECLARACIÓN JURADA (Art. 52 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del 

Estado)” de fecha 13 de mayo de 2019, en el cual el Contratista declaró no 

encontrarse inmerso en algún impedimento previsto en el artículo 11 de la Ley; 

contenga información que sea contraria a la realidad. 

 
En atención a ello, no habiéndose acreditado que el ANEXO Nº 2 DECLARACIÓN 
JURADA (Art. 52 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado)” de fecha 
13 de mayo de 2019 contenga información inexacta; en el presente caso, no 
existen elementos que permitan determinar la configuración de la infracción 
prevista en el literal i) del numeral 50.1 del artículo 50 del TUO de la Ley N° 30225. 

 
28. Por las consideraciones precedentemente expuestas, corresponde declarar no ha 

lugar a la imposición de sanción al Contratista por la infracción consistente en 
haber presentado información inexacta, como parte de su oferta, en el marco de 
su participación en el procedimiento de selección, debiendo ser eximido de 
responsabilidad administrativa y archivarse el presente expediente de forma 
definitiva, por responsabilidad de la Entidad. 
 
Por estos fundamentos, de conformidad con el informe de la vocal ponente Annie 

Elizabeth Pérez Gutiérrez, y la intervención de los vocales Cristian Joe Cabrera Gil y 
Violeta Lucero Ferreyra Coral, atendiendo a la conformación de la Cuarta Sala del 
Tribunal de Contrataciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución N° 056-2021- 
OSCE/PRE del 9 de abril de 2021, la Resolución N° D000090-2022- OSCE/PRE del 21 de 
mayo de 2022, y en ejercicio de las facultades conferidas en el artículo 59 del Texto 
Único Ordenado de la Ley N° 30225, Ley de Contrataciones del Estado, aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 082- 2019-EF, y los artículos 20 y 21 del Reglamento de 
Organización y Funciones del OSCE, aprobado por Decreto Supremo N° 076-2016-EF del 
7 de abril de 2016, analizados los antecedentes y luego de agotado el debate 
correspondiente, por unanimidad; 
 

LA SALA RESUELVE:  

 
1. Declarar NO HA LUGAR a la imposición de sanción contra la empresa SOLUCIONES 

ESTRUCTURALES SOCIEDAD ANONIMA CERRADA (con R.U.C. N° 20506963754), 
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por su presunta responsabilidad al haber contratado con el Estado estando 
impedido para ello, y por haber presentado información inexacta ante el 
SEGURO SOCIAL DE SALUD - ESSALUD, en el marco de la Contratación Directa  
Nº 07-2020-ESSALUD/GCL-1, para la “Contratación del servicio de alquiler de 
estructura metálica para la infraestructura hospitalaria temporal para los 
pacientes afectados con el COVD - 19”, por los fundamentos expuestos. 
 

2. Archivar definitivamente el presente expediente. 
 

Regístrese, comuníquese y publíquese.   
  
  
 

 
VIOLETA LUCERO FERREYRA CORAL 

VOCAL 
DOCUMENTO FIRMADO 

DIGITALMENTE 

 

ANNIE ELIZABETH PÉREZ GUTIÉRREZ 
VOCAL 

DOCUMENTO FIRMADO 
DIGITALMENTE 

 

CRISTIAN JOE CABRERA GIL 
PRESIDENTE 

DOCUMENTO FIRMADO 
DIGITALMENTE 

 

 
 
 
 
ss. 
Cabrera Gil. 
Ferreyra Coral.    
Pérez Gutiérrez. 
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